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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a quince de abril de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 11195/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por un ciudadano que proporciona seudónimo, en lo sucesivo el Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Rayón en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha veintiséis de agosto de dos mil veinticinco, el Recurrente presentó mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), solicitud de información registrada con el número de expediente 00066/RAYON/IP/2025 mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

“• De acuerdo con lo establecido en el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, solicito lo siguiente de cada uno de los titulares de las áreas que integran la estructura orgánica del Ayuntamiento, es decir: Secretario del Ayuntamiento, Tesorero, Directores Generales, Directores de área, jefes de departamento, bomberos y organismos auxiliares: 1. Título y cédula profesional (en versión pública) 2. Certificación de competencia laboral en la materia del cargo que se desempeña 3. Copia del certificado de Deudor Alimentario Moroso “(Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la prórroga y respuesta del Sujeto Obligado.

Como se advierte de las constancias del expediente electrónico, en fecha diecisiete de septiembre de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado manifestó al Sujeto Obligado la prórroga para atender la solicitud de información, en los siguientes términos:

	“Con fundamento en el artículo 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se le hace de su conocimiento que el plazo de 15 días hábiles para atender su solicitud de información ha sido prorrogado por 7 días en virtud de las siguientes razones:

	

	El comité de transparencia aprueba una ampliación por el término de siete días hábiles

	

	

	LIC. LIZETTE BOBADILLA CERINO

	Responsable de la Unidad de Transparencia”




Adjunto al texto expuesto en el SAIMEX, simultáneamente hizo entrega del documento denominado “RES01AREXTCOMT15a2025.pdf” que corresponde al Acuerdo emitido por el Comité de Transparencia en el que se autoriza la prórroga para atender la solicitud de mérito.

Con ello se da cumplimiento a la formalidad, establecida en el artículo 163, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda vez que el Sujeto Obligado la notifica posterior a su vencimiento.

Artículo 163. La Unidad de Transparencia deberá notificar la respuesta a la solicitud al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá exceder de quince días hábiles, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla.

Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo anterior podrá ampliarse hasta por siete días hábiles más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento. No podrán invocarse como causales de ampliación del plazo motivos que supongan negligencia o descuido del sujeto obligado en el desahogo de la solicitud.

De las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el dieciséis de octubre de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información manifestando lo siguiente:

	“En atención a la solicitud de acceso a la información pública, que realizó a través Sistema de Acceso a la Información Pública (Saimex), registrada con el número de folio 00066/RAYON/IP/2025, sírvase en encontrar en archivo adjunto la documentación consistente en: La respuesta del servidor público habilitado; Subdirección de Adminsitración, bajo el número de oficio PMR/SUBAD/251/2025 y anexos; remitidos a esta Unidad de Transparencia. Asimismo, se agrega la resolución RES/01/AR/EXT/COMT/16ª/2025, emitida por el Comité de Transparencia, respecto a la clasificación de datos confidenciales contenidos en los documentos que dan respuesta a su solicitud. Finalmente, se hace de su conocimiento que cuenta con el término de quince (15) días hábiles para interponer el recurso de revisión que se señala en los artículos 176, 177 y 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

	

	

	

	ATENTAMENTE

	

	LIC. LIZETTE BOBADILLA CERINO” (sic)




El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta los documentos denominados “Certificados no deudores morosos.zip”, “Cédulas Profesionales.pdf”, “Títulos_Cédulas_Certificaciones.zip” y “Respuesta_00066_2025.pdf” los cuales no se reproducen por ser del conocimiento de las partes; no obstante, su contenido será motivo de análisis en el estudio correspondiente.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso el presente recurso de revisión el día treinta de septiembre de dos mil veinticinco, el cual se registró con el expediente número 11195/INFOEM/IP/RR/2025, manifestando lo siguiente:
Acto Impugnado  
“Documentación solicitada de los titulares de las áreas administrativas que integran la estructura orgánica de su Ayuntamiento incompleta.“(Sic) 

Razones Y Motivos de Inconformidad
“Falta documentación de diferentes titulares de los titulares de las áreas que integran la estructura orgánica del Ayuntamiento, entre ellos el titular de la Unidad de Transparencia, faltan títulos y cédula profesional, certificaciones de competencia laboral y certificados de Deudor Alimentario Moroso, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México indicado en la solicitud de inicio. No fundó ni motivo la causa por la que no adjuntó la totalidad de los documentos solicitados.” (Sic)


CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha dos de octubre de dos mil veinticinco, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.


QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Una vez transcurrido el término legal referido se destaca que, el Sujeto Obligado tuvo a bien rendir su informe justificado en fecha trece de octubre de dos mil veinticinco, por medio de los documentos electrónicos denominado “InformeJustificado_RR11195_2025.zip” y “RES01AREXTCOMT16a2025.pdf”, los cuales fueron puestos a la vista en fecha veinticinco de marzo de dos mil veintiséis, asimismo, se aprecia que la parte Recurrente no emitió alegatos ni manifestación alguna.

SEXTO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación. 

Por ello, es menester precisar que si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable. En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios: 
a) Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.

b) Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado. 


c) Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.

d) La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa. Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635. 

Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes: 
“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351. 

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350. 

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.


SÉPTIMO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha ocho de abril de dos mil veinticinco, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.


SEGUNDO. Del alcance de los recursos de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.
Así mismo, esta Ponencia considera importante abordar el análisis de los requisitos de procedibilidad de los recursos de revisión, así el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que establece lo siguiente:
“Artículo 180. El recurso de revisión contendrá: 
I. El Sujeto Obligado ante la cual se presentó la solicitud; 
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones; 
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso; 
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta; 
V. El acto que se recurre; 
VI. Las razones o motivos de inconformidad; 
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y 
VIII. Firma del Recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso. 
Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto. 
En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto. 
En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.” (Énfasis añadido)

No obstante lo anterior, debe destacarse que el artículo 15 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios prevé que toda persona tendrá acceso a la información sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, de lo que se infiere que para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, el nombre no es un requisito sine qua non que los particulares y, en su caso, los Recurrentes deban señalar, por el contrario la Ley de Transparencia prevé en su artículo 155, párrafo segundo la posibilidad de que las solicitudes de información sean anónimas, con nombre incompleto o seudónimo.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:1], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [1:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto estipula lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.


CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.
Por tanto, es conveniente recordar que el hoy Recurrente requirió del Sujeto Obligado, lo siguiente:
a. De cada uno de los titulares de las áreas que integran la estructura orgánica del Ayuntamiento.
1. Título y cédula profesional (en versión pública)
2. Certificación de competencia laboral en la materia del cargo que se desempeña 
3. Copia del certificado de Deudor Alimentario Moroso

Por lo que atento a la solicitud de información el Sujeto Obligado hizo entrega de los siguientes archivos electrónicos:
· Cédulas Profesionales. Captura del Registro Nacional de Profesionistas, con registros de cédulas profesionales de la Secretaria del Ayuntamiento, el Tesorero Municipal, y del Coordinador de Turismo.
· Respuesta_00066_2025 Oficio PMR/UT/197/2025, girado por la Titular de la Unidad de Transparencia, en el que manifiesta Sírvase a encontrar en archivo adjunto la documentación consistente en la respuesta de la Subdirección de Administración bajo el número de oficio PMR/SUBAD/251/2025. Así mismo se agrega la resolución RES/01/AR/EXT/COMT/16°/2025 del comité de transparencia.
Acta de la decima sexta sesión extraordinaria del Comité de Transparencia, con numero RES/01/AR/EXT/COMT/16°/2025, en el que aprueba clasificar diversos datos como confidencial que se encuentran en los documentos de respuesta.
· Carpeta Títulos_Cédulas_Certificaciones. Integrado por 22 archivos en pdf con diversos títulos profesionales, certificaciones y títulos profesionales.
· Carpeta Certificados no deudores morosos. Compuesto por 20 archivos con certificaciones de no inscripción en el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias (RNOA). Con testado no definitivo, por lo que es posible visualizar las claves CURP de los servidores públicos.

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que su derecho a la información pública había sido conculcado, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado “Documentación solicitada de los titulares de las áreas administrativas que integran la estructura orgánica de su Ayuntamiento incompleta.” y  motivos de inconformidad “Falta documentación de diferentes titulares de los titulares de las áreas que integran la estructura orgánica del Ayuntamiento, entre ellos el titular de la Unidad de Transparencia, faltan títulos y cédula profesional, certificaciones de competencia laboral y certificados de Deudor Alimentario Moroso, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México indicado en la solicitud de inicio. No fundó ni motivo la causa por la que no adjuntó la totalidad de los documentos solicitados”, en este sentido el Recurrente considero que el Sujeto Obligado no le dio cuenta de toda la información solicitada.

Con ello se da pauta a la procedencia del recurso de revisión por encuadrar en la fracción V del artículo 179 de la ley de transparencia estatal que la letra versa en:


Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
V. La entrega de información incompleta;


Ahora bien, mediante informe justificado, el Sujeto Obligado remitió lo siguiente:
· RES01AREXTCOMT16a2025: Acta de la Décima Sexta sesión extraordinaria del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado de fecha 26 de septiembre de 2025, ACT/AR/EXT/COMT/16°/2025, en el que aprueba clasificar diversos datos como confidencial que se encuentran en los documentos de respuesta. Misma que fue remitida en respuesta.
· Documentos agregados a RR. Integrado por 15 archivos en PDF, con certificaciones, títulos y certificado de no inscripción en el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias (RNOA). Los cuales no se ponen a la vista por no tener testado definitivo.
· InformeJustificado_RR11195_2025. Oficio MPR/UT/204/2025, emitido por la Titular de la Unidad de Transparencia en el cual solicita al Subdirector de Administración, remita en breve el informe derivado de la respuesta por razón de la solicitud de mérito. 
-Oficio emitido por la Subdirección de Administración, que respecto de algunos servidores públicos no se agregó la información correspondiente, por la cual lo adjunta en formato pdf.
Por otra parte manifiesta que de los servidores públicos que no corren agregados los títulos, es porque acreditaron experiencia mínima de un año en el cargo a desempeñar.
-Oficio PMR/UT/210/2025, girado por la Titular de la Unidad de Transparencia en el que manifiesta la narrativa de hechos previa a dar respuesta, en el que expone respecto del acto impugnado que, por un error involuntario con la entrega de la información, se entregan los documentos que obran en el archivo. Los cuales no se ponen a la vista por estar en una carpeta comprimida con otros documentos que no tienen testado definitivo.

Así se logra vislumbrar que, el Sujeto Obligado cumplió con el procedimiento de búsqueda establecido en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ya que, no turnó la solicitud de información al área competente; no obstante, de conformidad con el contenido de los documentos descritos previamente, podemos concluir que, se obvia el estudio del marco normativo que rige el actual del Sujeto Obligado, ello atendiendo que, el estudio de la fuente obligacional se realiza con la finalidad de determinar si éste se encuentra obligado a generarla, poseerla o administrarla en ejercicio de sus atribuciones, pero en los casos en que, de la respuesta acepta o bien otorga indicios de que cuenta con ella, seria ocioso delimitar las norma jurídica que determine si cuenta con ella o no.

Ahora bien, en cuanto a la naturaleza de los requerimientos de información solicitados, es de señalar lo siguiente.

El artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, precisa que dentro de todos los servidores públicos quienes se solicitó información existen excepciones y particularidades puesto que en determinados cargos de mandos medios y superiores es obligatorio acreditar un grado de estudios mínimos, como el título profesional, para los cargos de Secretario; Tesorero; Director de Obras Públicas, de Desarrollo Económico, Director de Turismo, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, de Desarrollo Social, de las Mujeres, del Campo o equivalentes, titulares de las unidades administrativas, de Protección Civil y de los organismos auxiliares. 

Al respecto, se atrae al estudio lo dispuesto en la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, en el que se advierte cuáles son las Unidades Administrativas que deben contar con Título Profesional y Certificación de Competencia Laboral para ocupar diversos cargos, tal como se detalla a continuación:

	ART.
LOMEM
	CARGO
	CERTIFICACIÓN Y TÍTULO
	OBLIGATORIO

	81 Bis
	Coordinador Municipal de Protección Civil
	Acreditar dentro de los seis meses siguientes a partir del momento en que ocupe el cargo, a través del certificado respectivo, haber tomado cursos de capacitación en la materia, impartidos por la Coordinación General de Protección Civil y Gestión Integral del Riesgo o por cualquier otra institución debidamente reconocida por la misma.
	Certificado 

	85 Sexies
	Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria
	Acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie sus funciones el diplomado en materia de mejora regulatoria expedido por el Instituto de Profesionalización de los Servidores Públicos del Estado de México o la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México o por alguna otra institución con reconocimiento de validez oficial. 
	Opcional la certificación o un diplomado.

	92
	Secretario del Ayuntamiento
	En municipios que tengan una población de hasta 150 mil habitantes, podrán tener título profesional de educación superior; en los municipios que tengan más de 150 mil o que sean cabecera distrital, tener título profesional de educación superior y Contar con la certificación de competencia laboral en la materia, expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones.
	Título y Certificación

	96
	Tesorero Municipal
	Contar con título profesional en las áreas jurídicas, económicas o contables administrativas, con experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación, y con certificación de competencia laboral en funciones expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.
	Título y Cédula

	96 Ter
	Director de Obras Públicas o Titular de la Unidad Administrativa equivalente
	Contar con título profesional en ingeniería, arquitectura o alguna área afín, o contar con una experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación. Además, deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.
	Título opcional y Certificación obligatorio.

	96 Quintus
	El Director de Desarrollo Económico o Titular de la Unidad Administrativa equivalente
	Requiere contar con título profesional en el área económico-administrativa o contar con experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación. Además, deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.
	Título opcional y Certificación obligatorio.

	96 Septies
	El Director de Desarrollo Urbano o el Titular de la Unidad Administrativa equivalente
	Requiere contar con título profesional en el área de ingeniería civil-arquitectura o afín, o contar con una experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación; además deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie sus funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.
	Título opcional y Certificación obligatorio.

	96 Nonies
	El Director de Ecología o el Titular de la Unidad Administrativa equivalente.
	Requiere contar con título profesional en el área de biología-agronomía-administración pública o afín, o contar con una experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación; además deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie sus funciones, la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.
	Título opcional y Certificación obligatorio.

	96 Undecies
	Director de Turismo
	Requiere contar con título profesional en el área de turismo o afín.
	Título

	96 Terdecies
	El Director de Desarrollo Social o el Titular de la Unidad Administrativa equivalente
	Requiere contar con título profesional en el área de Ciencias Sociales o a fin, o contar con una experiencia mínima de un año en la materia, con anterioridad a la fecha de su designación.
	Título opcional

	96 Quindecies
	Dirección de las Mujeres
	Deberá contar con título profesional en el área de las ciencias sociales o afines, además deberá acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie funciones, la certificación de competencia laboral en temas de prevención, atención integral y erradicación de la violencia contra las niñas, adolescentes y mujeres, en igualdad sustantiva o materias afines, expedida por el Instituto de Administración Pública del Estado de México, el Instituto Hacendario del Estado de México o alguna institución con reconocimiento de validez oficial.
	Título y Certificación

	96 Sexdecies
	Dirección del Campo o equivalente
	Preferentemente contara con estudios de Ingeniería en agronomía.
	No

	113
	Contralor
	Contar con título profesional en las áreas jurídicas, económicas o contables administrativas, con experiencia mínima de un año, con anterioridad a la fecha de su designación, y con certificación de competencia laboral en funciones expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México.
	Título y Cédula

	124 Quater
	Titular de la Unidad Municipal de Control y Bienestar Animal
	Contar con Licenciatura y Cédula en Medicina Veterinaria, Zootecnista o profesión que se relacione con el conocimiento del cuidado y manejo de animales.
	Título

	147 I
	Defensor Municipal de Derechos Humanos
	Contar preferentemente con título de licenciado en derecho o disciplinas afines, así como experiencia o estudios en derechos humanos y Certificación en materia de derechos humanos, que para tal efecto emita la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México.
	Título y Certificación

	147 Q
	Cronista Municipal
	Contar preferentemente con título de Licenciado en Historia o disciplina a fin.  
	Título

	22 Bis, de la Ley de Seguridad del Estado de México.
	Director de Seguridad Pública Municipal o su equivalente
	Tener título de Licenciatura, y contar con certificación o especialización como mando en seguridad pública expedida por la Universidad Mexiquense de Seguridad, y contar con experiencia mínima de un año en la materia.
	Título y Certificación opcional con especialización.



En respuesta, la Jefa del Departamento de Recursos Humanos adjuntó diversos documentos que acreditan el grado de estudios de todos los Directores, Coordinadores y Jefes de las áreas y diversas certificaciones de competencia laboral, en versión pública, en ese sentido, de conformidad con la Ley Orgánica Municipal del Estado de México y con la Ley de Seguridad del Estado de México, es procedente analizar si se entregaron los documentos obligatorios de los cargos que se establecen, de conformidad con lo siguiente:

En ese sentido, destacamos que para los siguientes cargos resulta necesario contar con título profesional, Secretario; Tesorero; Director de Obras Públicas, de Desarrollo Económico, Director de Turismo, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, de Desarrollo Social, de las Mujeres, del Campo o equivalentes, titulares de las unidades administrativas, de Protección Civil y de los organismos auxiliares. 

Asimismo, para los referidos anteriormente, se necesita certificado de competencia laboral, expedida por institución con reconocimiento de validez oficial, en la materia o área que se desempeñe.

Artículo 32.- Para ocupar los cargos de Secretario; Tesorero; Director de Obras Públicas, de Desarrollo Económico, Director de Turismo, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, de Desarrollo Social, de las Mujeres, del Campo o equivalentes, titulares de las unidades administrativas, de Protección Civil y de los organismos auxiliares se deberán satisfacer los siguientes requisitos:
III. Contar con título profesional o acreditar experiencia mínima de un año en la materia, ante la o el Presidente o el Ayuntamiento, cuando sea el caso, para el desempeño de los cargos que así lo requieran;
V. No estar condenada o condenado por sentencia ejecutoriada por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género;

En ese orden de ideas, el 47 de la Ley de Trabajo de los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, establece que las personas que quieran ingresar al servicio público deben cumplir diversos requisitos, tales como:

1. Presentar una solicitud autorizada por la institución de quien solicita el empleo  
2. Ser de nacionalidad mexicana  
3. Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos  
4. Acreditar, cuando proceda el Servicio Militar Nacional  
5. No haber sido separado anteriormente del servicio por las causas previstas en el  artículo 93 de la presente ley  
6. Tener buena salud, que se comprobará con los certificados médicos  
7. Cumplir con los requisitos s que se establezcan para los diferentes puestos  
8. Acreditar por medio de los exámenes correspondientes los conocimientos y aptitudes  necesarios para el desempeño del puesto  
9. No estar inhabilitado para el ejercicio del servicio público  
10. Presentar certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios 
Morosos en el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo

Dentro del que destacamos la entrega del certificado expedido por la unidad de Registro de Deudores Alimentaritos.
ARTÍCULO 47. Para ingresar al servicio público se requiere:
I. Presentar una solicitud utilizando la forma oficial que se autorice por la institución pública o dependencia correspondiente, a la cual se le prohíbe incluir la fotografía de quien solicita el empleo;
II. Ser de nacionalidad mexicana, con la excepción prevista en el artículo 17 de la presente ley;
III. Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, en su caso;
IV. Acreditar, cuando proceda, el cumplimiento de la Ley del Servicio Militar Nacional;
V. Derogada.
VI. No haber sido separado anteriormente del servicio por las causas previstas en el artículo 93 de la presente ley;
VII. Tener buena salud, lo que se comprobará con los certificados médicos correspondientes, en la forma en que se establezca en cada institución pública;
VIII. Cumplir con los requisitos que se establezcan para los diferentes puestos;
IX. Acreditar por medio de los exámenes correspondientes los conocimientos y aptitudes necesarios para el desempeño del puesto; y
X. No estar inhabilitado para el ejercicio del servicio público.
XI. Presentar certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo.
La institución o dependencia que reciba un certificado en que conste que la persona que se incorpora al servicio público se encuentra inscrito el Registro de Deudores Alimentarios Morosos deberá dar aviso al juez de conocimiento de dicha circunstancia, para los efectos legales a que haya lugar

Siendo obligación de las instituciones públicas integrar los expedientes correspondientes, en términos del artículo 98 fracción XVII de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado de México, que es del tenor literal siguiente:
ARTÍCULO 98. Son obligaciones de las instituciones públicas:
…
XVII. Integrar los expedientes de los servidores públicos y proporcionar las constancias que éstos soliciten para el trámite de los asuntos de su interés en los términos que señalen los ordenamientos respectivos.” Énfasis añadido

Derivado de lo anterior, cualquier ciudadano que desee obtener dicha información, podrá ingresar a la Ventanilla Electrónica Única, en la que accederá con su CUTS y contraseña, capturando los datos como son CURP, nombre, primer y segundo apellido, y se comenzará la búsqueda de lo solicitado, en el que arrojará si se encuentra en calidad de deudor o no. En este sentido, se advierte que al ser un requisito indispensable y preponderante para desempeñarse como Servidor Público, el Sujeto Obligado deberá hacer entrega de dicho documento que dé cuenta de que no es una persona que ha incumplido con las obligaciones alimentarias, en caso de que estas existan, toda vez que si bien, debe considerarse que se trata del ámbito privado, esta determinación se toma en función de la preponderancia del interés superior del menor, por tal motivo, un requisito para que las personas puedan laborar en el servicio público es justamente, cumplir con las obligaciones que adquieran con sus menores hijos, porque al haberlas cubierto, no formarán parte de ese registro, por lo que no procede su clasificación total, no pasa desapercibido, que el Certificado de No Deudor Alimentario, pudiere contener información confidencial, como lo es el CURP y R.F.C,  por lo que procede su entrega en versión pública. 

Establecido lo anterior, se procede a la revisión de las unidades administrativas que integran el Sujeto Obligado, con la finalidad de verificar si, se ha cumplido con proporcionar las constancias solicitadas de los servidores públicos referidos.

Organigrama 2025 [footnoteRef:2] [2:  https://ipomex.org.mx/ipomex/#/info-fraccion/3/162/1 ] 
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Conforme a la Estructura orgánica 
	Denominación del Área
	Nombre SP
	Título y cédula
	Certificación de competencia laboral
	Certificado no deudor alimentario moroso

	Juez Cívico
	Eaú Alonso Laurea
	Proporciona título profesional y Cédula profesional
	
NO PROPORCIONA, no es requisito.

	Certificado de no inscripción.

	Archivo Municipal
	Se localiza servidor público encargado del Archivo Municipal
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Contraloría Municipal
	Karina Arriaga Ortíz
	Título profesional
Cédula profesional electrónica 

	Certificado de Competencia Laboral “Ejecución de las atribuciones de los Órganos Internos de Control en la Administración Pública ”
	Certificado de no inscripción.

	Coordinador de Psicología
	Existe una coordinadora
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Coordinación de Atención Integral de Adultos Mayores
	Existe una coordinadora
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Coordinación de la Juventud y Ciencia 
	Existe un coordinador
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Coordinación de Salud Pública y Bienestar Animal 
	Existe un Director de Salud
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Coordinación de Eventos
	No se tiene certeza de que cuenten con Coordinador.
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Coordinación de Simplificación y Digitalización
	No se tiene certeza de que cuenten con Coordinador.
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Coordinación de Catastro
	David Campos Serrano
	Proporciona título profesional, cédula profesional
	Certificado de competencia laboral “Administración de la actividad catastral en el Estado de México y Municipios”
	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Administración
	Existe un Director
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Dirección de Artesanías y Turismo
	Agustín Garduño Ortiz 
	Proporciona título profesional, cédula profesional electrónica.

Proporciona el resultado que arroja el sistema al buscar el número de la Cédula profesional.
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Agua Potable y Saneamiento

	Sabino Filiberto Sánchez Dozal
	Carta de Pasante

La LOM art 32 exige título o experiencia, se da por colmado.
	
NO PROPORCIONA, no es requisito.

	Certificado de no inscripción.

	Dirección del Instituto Municipal de Cultura Física y Deporte de Rayón
(IMCUFIDER)
	Nazario Ismael Díaz Peralta
	
NO PROPORCIONA, no es requisito.
 
	Certificado de curso de boxeo.
Constancia participación Sparring.
Reconocimiento entrenador de boxeo.
	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Comunicación
(Dirección General de Gobierno Digital y Comunicación)
	Alan Serrano Díaz
	Proporciona título profesional.
No puesto a la vista   
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	Certificado de no inscripción.
No puesto a la vista

	Dirección de Servicios Públicos y Mantenimiento Urbano
	Existe un Director
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación

	Dirección de Logística
	Existe un Coordinador
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación

	Dirección del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia
	Ana Lilia Fuentes Díaz
	Carta de Pasante y nombramiento del cargo del 2013.
	No presenta documentación
	No presenta documentación

	Dirección del Campo
	Javier Díaz Sanchez
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Desarrollo Social (Bienestar social)
	Janet Naomi Díaz Castañeda
	Proporciona título profesional
	Constancia CAROM, en el que la servidora público resulto competente y se encuentra en trámite la emisión del certificado.
	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Desarrollo Urbano y Metropolitano
	Leopoldo Antonio Hernández Vallejo
	Proporciona título profesional, cédula profesional
	Certificado en “Gerenciar el Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial en el ámbito de la Administración Pública Municipal”
	Certificado de no inscripción.

	Dirección Jurídica y Consultiva
	Edgar Valencia Enríquez
	Carta de pasante en Derecho.
No puesto a la vista. No es requisito.
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	Certificado de no inscripción. No puesto a la vista.

	Dirección de Seguridad Pública Municipal
	Proporciona nombre
	Proporciona hoja de vida.

Constancia de bachillerato.






No COLMA. De conformidad al artículo  22 Bis de la Ley de Seguridad del Estado de México, debe contar con título de Licenciatura y certificación expedida por la Universidad Mexiquense de Seguridad. 


	Constancia curso “Formación inicial para policía preventivo estatal”
Constancia “Primer respondiente ante casos de feminicidio”
No COLMA. De conformidad al artículo  22 Bis de la Ley de Seguridad del Estado de México, debe contar con título de Licenciatura y certificación expedida por la Universidad Mexiquense de Seguridad. 

	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Educación
	Diana Nava Sánchez
	Título de licenciatura
Constancia de Maestría


	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación

	Dirección de Obras Públicas e Infraestructura
	Marco Antonio Nava Pureco
	Título profesional
	Constancia CAROM, en el que el servidor público resulto competente y se encuentra en trámite la emisión del certificado.
	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Protección Civil
	Oscar David Garduño Jiménez
	Proporciona título profesional, cédula profesional electrónica
	No proporciona el Certificado Respectivo.
	Certificado de no inscripción.

	Dirección de Identidad y Cultura
	Magda Nataly Ansauistigue Sánchez
	Título profesional 
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación

	Dirección de Desarrollo Económico y Gobierno
	Ana Guadalupe Ávila Sánchez 
	Título profesional, cédula profesional electrónica 
	Certificado  en “Gestión de Desarrollo Económico Municipal”
	Certificado de no inscripción.

	Dirección de las Mujeres Rayonenses
	Herlinda Monserrat Díaz Leal Velázquez
	Título profesional, cédula profesional electrónica
	Certificado competencia laboral “Dirigir la Instancia Municipal de las Mujeres en el Estado de México”
	Certificado de no inscripción.

	Dirección del Medio Ambiente
	Jorge Emanuel Capula Bernal
	Título profesional
	Certificado competencia laboral “Ejecución de las atribuciones de Ecología y Medio Ambiente Municipal”
	Certificado de no inscripción.

	Jefatura de la Oficina de Presidencia
	Existe Jefa
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación

	Cronista Municipal
	Esta designado un cronista municipal
	NO PROPORCIONA, es requisito tener título de preferencia en historia.
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación.

	Registro Civil
	Existe el oficial del Registro Civil
	NO PROPORCIONA, no es requisito.

	No presenta documentación.

	Presidencia Municipal
	Edna Stephany Talavera Mercado
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Cuarta Regiduría
	Adriana Delia Cedillo Zetina
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Primera Regiduría
	Marino Zetina Díaz
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Quinta Regiduría
	Anabel López Garduño
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Segunda Regiduría
	Irene Marín Bautista
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Séptima Regiduría
	Irvin Noe Álvarez Regules
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Sexta Regiduría
	Norma Sánchez Piña
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Tercera Regiduría
	Jesús Laguna Reyes
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Secretaria Técnica 
	Mauricio Noguez Ortiz
	Título de doctorado. 
No puesto a la vista.  
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	Certificado de no inscripción.
No puesto a la vista.

	Secretaría del Ayuntamiento
	Concepción Eucario Nava Mercado
	Título profesional.
Proporciona el resultado que arroja el sistema al buscar el número de la Cédula profesional.
	No COLMA, la LOM artículo 92, fracción IV, señala la obligación de tener Certificado de Competencia Laboral, expedido por el por el Instituto Hacendario del Estado de México o por alguna otra institución con reconocimiento de validez oficial.
	Certificado de no inscripción.

	Sindicatura
	Dania Garduño Molina
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	No presenta documentación

	Tesorería Municipal
	Raúl Serrano Peralta
	Título profesional.

Proporciona el resultado que arroja el sistema al buscar el número de la Cédula profesional.
	Certificación de Competencia Laboral “Ejecución de las atribuciones de la Hacienda Pública Municipal”
	Certificado de no inscripción.


	Defensoría Municipal de Derechos Humanos
	Ana Luz Hernández Garduño
	Proporciona título profesional y Cédula profesional.
	NO PROPORCIONA, se requiere Certificación en materia de Derechos Humanos.
	Certificado de no inscripción.

	Unidad de Transparencia
	Lissette Bobadilla Cerino
	Título profesional. 
No puesto a la vista.  
Cédula profesional.
No puesto a la vista.     
	Certificado de competencia laboral “Garantizar el derecho de acceso a la información pública” Proporcionado en informe justificado y no puesto a la vista por estar en carpeta comprimida con documentos no testados en definitiva.  
	Certificado de no inscripción.
No puesto a la vista.

	Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación.
	Efrén Peña Peña
	Título profesional. 
No puesto a la vista.  

	Certificado de competencia laboral “Presupuesto del Gasto Público con base en Resultados” No puesto a la vista por no tener testado definitivo.
	Certificado de no inscripción.
No puesto a la vista.

	Dirección Movilidad
	Shaid Mercado Díaz
	Proporciona título profesional
	Certificado de competencia laboral “Gerenciar el Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial”
	Certificado de no inscripción.

	Mejora Regulatoria 
	Alexis Antonio Averrisquieta Cedillo
	NO PROPORCIONA, es opcional o título o acreditar experiencia mínima.
	Constancia inscripción “Diplomado en
Mejora Regulatoria, Segunda Promoción 2025”
No COLMA
	Certificado de no inscripción.

	Subdirección de Administración
	David Mendoza Piña
	Título profesional. 
No puesto a la vista.  
Cédula profesional electrónica.
No puesto a la vista.     
	NO PROPORCIONA, no es requisito.
	Certificado de no inscripción.
No puesto a la vista.

	Titular del Órgano interno de Control (Contraloría) 
	Karina Arriaga Ortiz
	No proporciona información, es requisito. 113 LOM
	No proporciona información, es requisito.
	No presenta documentación




Cabe acotar que respecto del Juez Cívico, los requisitos para ser designado como tal, se localizan en la Ley de Justicia Cívica del Estado de México y sus Municipios, en el artículo 16, entre los cuales destacamos, ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos, tener cuando menos veintiocho años de edad, tener título de licenciatura en derecho, cédula profesional; no estar inscrito en el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias o en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos de la Entidad, entre otros.
CAPÍTULO SEGUNDO
DE LAS Y LOS JUECES CÍVICOS
Artículo 16.- Para ser Jueza o Juez Cívico se deben reunir los siguientes requisitos: 
I. Ser ciudadana o ciudadano de nacionalidad mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 
II. Tener por lo menos veintiocho años de edad cumplidos al momento de su designación; 
III. Tener título de licenciatura en derecho, contar con cédula profesional expedida por la autoridad correspondiente para el ejercicio de su profesión y tener por lo menos tres años de ejercicio profesional; 
IV. No estar condenado por sentencia ejecutoriada delito doloso que merezca pena corporal; 
V. No estar inscrito en el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias o en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos de la Entidad; y 
VI. Acreditar los exámenes, cursos o certificaciones correspondientes que determine el Ayuntamiento.

En lo que respecta al Archivo Municipal, el Sujeto Obligado, es omiso en presentar la documentación que se señala en la solicitud; no obstante, de la mima solicitud refiere que es del Titular; en ese sentido se buscó en IPOMEX y se desprende una persona encargada del Archivo Municipal, no obstante, tendiendo el carácter de auxiliar.
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 Por lo que se instruirá su entrega únicamente del Certificado de no deudor alimentario moroso del Titular; y para el caso de que no haya titular de esa área a la fecha de la solicitud, bastará con hacerlo del conocimiento del Recurrente.

Respecto del Director General de Gobierno Digital y Comunicación, proporciona título profesional y certificado de no inscripción, no obstante al ser testado no definitivo, son documentos que no se ponen a la vista por lo que se instruye su entrega en cumplimiento a estar resolución, en versión pública correcta.

Respeto de la Directora de Desarrollo Social, si bien, proporciona constancia de que se encentra en trámite el certificado, lo cierto es que ingreso en ese puesto, el primero de enero de 2025, por lo que a la fecha de respuesta, ya debería contar con el Certificado, por haber transcurrido los 6 meses que es el periodo que otorga la Ley.  Dado lo anterior se instruirá la entrega del Certificado de Competencia Laboral.

En lo que concierne a los miembros del Ayuntamiento de elección Popular, de conformidad a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se deben cumplir con los requisitos que marca el artículo 119, entre los solicitados se localiza el no estar inscrito en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el Estado.

Artículo 119.- Para ser miembro propietario o suplente de un ayuntamiento se requiere: 
I. Ser mexicana o mexicano, ciudadana o ciudadano del Estado, en pleno ejercicio de sus derechos; 
II. Ser mexiquense con residencia efectiva en el municipio no menor a un año o vecino del mismo, con residencia efectiva en su territorio no menor a tres años, anteriores al día de la elección; y 
III. Ser de reconocida probidad y buena fama pública. 
IV. No estar condenada o condenado por sentencia ejecutoriada por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género; 
V. No estar inscrito en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el Estado, ni en otra entidad federativa, y 
VI. No estar condenada o condenado por sentencia ejecutoriada por delitos de violencia familiar, contra la libertad sexual o de violencia de género.

Luego entonces que estén obligados a contar con el documento pedido por el Recurrente, y entregable en cumplimiento a esta resolución.

De la Titular de la Unidad de Transparencia y del titular de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación, si bien, proporciona Título Profesional, certificación y constancia de no deudor alimentario, lo hace en Informe Justificado, sin testado definitivo de datos, motivo por el cual, los documentos no fueron puestos a la vista de la Parte Recurrente, y se instruirá su entrega en el aparatado correspondiente.

-De la Vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este instituto.
Es necesario resaltar que el recurso de revisión previsto en la Ley de la materia no es el medio para investigar y, en su caso, sancionar a servidores públicos por la falta de cuidado de la protección de datos personales; es así que, de la información remitida en respuesta a la solicitud, se aprecia que se no se testo en definitiva el documento dejando  a la vista datos personales susceptibles de ser clasificados como confidenciales, que de manera enunciativa lo son CURP, en certificados de competencias laborales  y en Cédulas Profesionales Electrónicas, entre otros, por lo que es necesario dar vista al área competente para que en ejercicio de sus atribuciones realice las investigaciones pertinentes por las omisiones detectadas atribuibles al Sujeto Obligado.

Por ello, es conveniente señalar las facciones XXV y  XXVII, del artículo 82, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, que establece:
Atribuciones del Instituto 
Artículo 82. El Instituto, además de las atribuciones encomendadas por la Ley de Transparencia y normatividad aplicable, tendrá las atribuciones siguientes:
XXV. Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.
(…)
XXVII. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, la probable responsabilidad derivada del incumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones que resulten aplicables.” (Énfasis añadido)

Por lo tanto, es menester dar vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este Instituto para que en ejercicio de sus atribuciones atiendan las directivas marcadas en la propia Ley de la materia, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de la materia, el cual señala la atribución de este Órgano Garante para Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.

De la inexistencia de Información 
Por lo que, para el caso de que derivado de la búsqueda exhaustiva y razonable, no se localicen el título profesional, o certificación de competencia laboral o certificado de no deudor alimentario moroso, deberá emitir el Acuerdo de Inexistencia en términos de los artículos 19, párrafo tercero, 49, fracciones II y XIII, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, debiendo notificarlo a la parte Recurrente al momento de dar cumplimiento a la presente resolución.
En ese orden de ideas, es de destacar que las actas que sustenten la inexistencia de la información, deberán observar ciertas formalidades exigidas por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y el numeral trigésimo fracción I de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información así como por los criterios orientadores aprobados por el Pleno de este Instituto, que establecen el criterio de inexistencia y en qué circunstancia debe emitirse la declaratoria de la misma:

INEXISTENCIA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. La interpretación sistemática de los artículos 29 y 30, fracción VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, permite concluir que la inexistencia de la información en el derecho de acceso a la información pública conlleva necesariamente a los siguientes supuestos:

a) La existencia previa de la documentación y la falta posterior de la misma en los archivos del Sujeto Obligado, esto es, la información se generó, poseyó o administró –cuestión de hecho– en el marco de las atribuciones conferidas al Sujeto Obligado, pero no la conserva por diversas razones (destrucción física, desaparición física¸ sustracción ilícita, baja documental, etcétera).
b) En los casos en que por las atribuciones conferidas al Sujeto Obligado éste debió generar, administrar o poseer la información, pero en incumplimiento a la normatividad respectiva no llevó a cabo ninguna de esas acciones.

En ambos casos, el Sujeto Obligado deberá hacer del conocimiento del solicitante las razones que explican la inexistencia, mediante el dictamen debidamente fundado y motivado emitido por el Comité de Información y con las formalidades legales exigidas por la Ley de Transparencia.
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INEXISTENCIA. DECLARATORIA DE LA. ALCANCES Y PROCEDIMIENTOS. De la interpretación de los artículos 29 y 30, fracción VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se concluye que cuando el Titular de la Unidad de Información no localice la documentación solicitada, a pesar de haber sido generada, poseída o administrada por el Sujeto Obligado, turnará la solicitud al Comité de Información el cual es el único competente para conocer y deliberar mediante resolución el dictamen de declaratoria de inexistencia, la cual tiene como propósito que el particular tenga la certeza jurídica de que el Sujeto Obligado realizó una búsqueda exhaustiva y minuciosa de la información en los archivos a cargo. En consecuencia, es deber del Comité de Información instruir una búsqueda exhaustiva a todas y cada una de las áreas que integran orgánica o funcionalmente al Sujeto Obligado, para localizar los documentos que contengan la información materia de una solicitud, así como la de supervisar que esa búsqueda se lleve a cabo en todas y cada una de las áreas mencionadas. Dicha búsqueda exhaustiva implicará que el Comité acuerde las medidas pertinentes para la debida localización de la información requerida dentro de la estructura del Sujeto Obligado y, en general, el de adoptar cualquier otra previsión que considere conducente para tales efectos y velar por la certeza en el derecho de acceso a la información.

Bajo el entendido de que dicha búsqueda exhaustiva permitirá dos determinaciones:

1ª) Que se localice la documentación que contenga la información solicitada y de ser así la información pueda entregarse al solicitante en la forma en que se encuentra disponible, o
2ª) Que no se haya encontrado documento alguno que contenga la información requerida, por lo que agotadas las medidas necesarias de búsqueda de la información y de no encontrarla, el Comité de Información deba emitir el dictamen de declaratoria de inexistencia y notificarlo al interesado.
Aunado a lo anterior, en el dictamen de declaratoria de inexistencia el Comité de Información deberá motivar o precisar las razones por las que se buscó la información, las áreas en las que se instruyó la búsqueda, las respuestas otorgadas por los Servidores Públicos Habilitados y en general, todas aquéllas circunstancias que se tomaron en cuenta para llegar a determinar que la información requerida no obra en los archivos a cargo.

De lo que, se colige que, el Comité de Transparencia deberá emitir el correspondiente Acuerdo de Inexistencia de la Información y notificarlo al Recurrente. 

Dicho acuerdo deberá exponer las razones por las que se buscó la información, las áreas en las que se instruyó la búsqueda, los criterios y los métodos de búsqueda de la información utilizados, las respuestas otorgadas por los Servidores Públicos Habilitados y en general, todas aquellas circunstancias de modo, tiempo y lugar que se tomaron en cuenta para llegar a determinar que no obra en sus archivos la información requerida. 

De este modo, el particular puede tener la certeza de que se hizo una búsqueda exhaustiva de la información solicitada y de que se le dio la adecuada atención a su solicitud por lo que, de manera fundada y motivada, sustente las razones por las cuales no se tiene la información para hacer entrega de ella es una facultad que le corresponde al Comité de Transparencia del Sujeto Obligado correspondiente, de acuerdo con los artículos 47 y 49, fracciones II y XIII, de la Ley en estudio:

Artículo 47. El Comité de Transparencia será la autoridad máxima al interior del sujeto obligado en materia del derecho de acceso a la información.

El Comité de Transparencia adoptará sus resoluciones por mayoría de votos. En caso de empate, la o el Presidente tendrá voto de calidad. A sus sesiones podrán asistir como invitados aquellos que sus integrantes consideren necesarios, quienes tendrán voz pero no voto.
El Comité se reunirá en sesión ordinaria o extraordinaria las veces que estime necesario. El tipo de sesión se precisará en la convocatoria emitida.

Los integrantes del Comité de Transparencia tendrán acceso a la información para determinar su clasificación, conforme a la normatividad aplicable previamente establecida por los sujetos obligados para el resguardo o salvaguarda de la información.

En las sesiones y trabajos del Comité, podrán participar como invitados permanentes, los representantes de las áreas que decida el Comité, y contará con derecho de voz, pero no voto.

Los titulares de las unidades administrativas que propongan la reserva, confidencialidad o declaren la inexistencia de información, acudirán a las sesiones de dicho Comité donde se discuta la propuesta correspondiente.”

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
(…)
II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;
…
XIII. Dictaminar las declaratorias de inexistencia de la información que les remitan las unidades administrativas y resolver en consecuencia;

Asimismo, el acuerdo de inexistencia deberá apegarse a lo dispuesto por los artículos 169 y 170, de la Ley de la materia que ordenan: 

Artículo 169. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento;
III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia; y

IV. Notificará al órgano interno de control o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda.

La Unidad de Transparencia deberá notificarlo al solicitante por escrito, en un plazo que no exceda de quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la presentación de la solicitud.

Este plazo podrá ampliarse hasta por otros siete días hábiles, siempre que existan razones para ello, debiendo notificarse por escrito al solicitante.

Artículo 170. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la existencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma. 

Conforme a lo anterior, para poder acreditar el carácter exhaustivo de la búsqueda realizada por los Sujetos Obligados, se deben motivar las razones por las que se buscó la información en determinadas áreas, los criterios de búsqueda utilizados y demás circunstancias que fueron tomadas en cuenta.

En ese contexto, de conformidad con los criterios orientadores 12/10 y 04/19, emitidos por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, traídos por analogía, se colige que los sujetos obligados para acreditar que se realizó una búsqueda exhaustiva y razonable, deben de proporcionar los elementos suficientes del carácter exhaustivo de la indagación realizada, a saber, los siguientes:

· Motivación por las que se buscó la información, en determinadas unidades administrativas;
· Los criterios de búsqueda utilizados, y
· Las circunstancias que fueron tomadas en cuenta.

De tales circunstancias, se considera que para que los Sujetos Obligados justifiquen que realizaron una búsqueda exhaustiva y razonable, deben indicar de manera clara, lo siguiente:

a. Las áreas donde se buscó la información;
a. Tipo de archivos buscados (físicos o electrónicos);
a. Los criterios de búsqueda utilizados, y 
a. Las circunstancias que fueron tomadas en cuenta.

Los elementos antes mencionados son los que debe acreditar el Sujeto Obligado mediante el acuerdo del Comité de Transparencia, a efecto de brindar total certeza al Recurrente, en el que deberá declarar formalmente la inexistencia de la información requerida a través de su Comité de Transparencia en términos de los artículos 19, 49, fracciones II y XIII, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

De la versión pública
Este Órgano Garante determina ordenar que la entrega de la información al Recurrente se haga en versión pública, esto es, omitiendo, eliminando o suprimiendo la información personal de cada funcionario público, susceptibles de ser clasificadas como confidencial o cualquier otro dato que ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de dicha persona.

A este respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI y XLV; 51 y 52, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
…
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 

XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial; 

XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; 
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. 

Artículo 51. Los sujetos obligados designaran a un responsable para atender la Unidad de Transparencia, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la responsabilidad de verificar en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada. Dicha Unidad contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la presente Ley. 

Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.”

Así, los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados deben estar protegidos, adoptando las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, considerando además, que conforme al principio de finalidad, todo tratamiento de datos personales que efectúen deberá estar justificado en la Ley, lo anterior, en términos de lo dispuesto por el artículo 22, con relación con el 38, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, los cuales se transcriben para mayor referencia: 

“Artículo 22. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera.

El responsable podrá tratar datos personales para finalidades distintas a aquéllas establecidas en el aviso de privacidad, en los casos siguientes:

I. Cuente con atribuciones conferidas en ley y medie el consentimiento del titular.
II. Se trate de una persona reportada como desaparecida, en los términos previstos en la presente Ley y demás disposiciones legales aplicables...

Artículo 38. Con independencia del tipo de sistema y base de datos en el que se encuentren los datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable adoptará, establecerá, mantendrá y documentará las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, a través de controles y acciones que eviten su daño, alteración, pérdida, destrucción, o el uso, transferencia, acceso o cualquier tratamiento no autorizado o ilícito, de conformidad con lo dispuesto en los lineamientos que al efecto se expidan.” 

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares y de los servidores públicos toda vez que ésta tiene por objeto proteger datos personales, entendiéndose por tales, aquéllos que hacen identificable a una persona. 

En efecto, toda la información relativa a una persona física que le pueda hacer identificada o identificable constituye un dato personal en términos del artículo 4 fracción XI, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; por consiguiente, se trata de información confidencial, que debe ser protegida por el Sujeto Obligado, en ese contexto, todo dato personal susceptible de clasificación debe ser protegido. 

Robustece lo anterior, el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 2518 del Tomo XXII, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Julio de 2008, de rubro y texto siguientes:

"TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS ARTÍCULOS 3o., FRACCIÓN II, Y 18, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN LA GARANTÍA DE IGUALDAD, AL TUTELAR EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES SÓLO DE LAS PERSONAS FÍSICAS. Si se toma en cuenta que la garantía constitucional indicada no implica que todos los sujetos de la norma siempre se encuentren en condiciones de absoluta igualdad, sino que gocen de una igualdad jurídica traducida en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio (o privarse de un beneficio) desigual e injustificado, se concluye que los artículos 3o., fracción II, y 18, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, al tutelar sólo el derecho a la protección de datos personales de las personas físicas y no de las morales, colectivas o jurídicas privadas, no violan la indicada garantía contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues tal distinción se justifica porque el derecho a la protección de los datos personales se refiere únicamente a las personas físicas por estar encausado al respeto de un derecho personalísimo, como es el de la intimidad, del cual derivó aquél. Esto es, en el apuntado supuesto no se actualiza una igualdad jurídica entre las personas físicas y las morales porque ambas están en situaciones de derecho dispares, ya que la protección de datos personales, entre ellos el del patrimonio y su confidencialidad, es una derivación del derecho a la intimidad, del cual únicamente goza el individuo, entendido como la persona humana."

Por ende, en el presente caso el Sujeto Obligado sólo podrá testar los datos referidos con antelación, clasificación que tiene que efectuar mediante las formalidades que la Ley impone, es decir, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente debidamente fundado y motivado, que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente con las formalidades previstas en el artículo 137, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como con los numerales aplicables de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril del año dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Lo anterior es así, puesto que ha de destacarse que el artículo 91, de la Ley de la Materia, dispone que el acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial. 

Por cuanto hace a la Clave Única de Registro de Población, constituye un dato personal, ya que tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad, la cual servirá para identificarla de manera individual.

Lo anterior, tiene sustento en los artículos 86 y 91, de la Ley General de Población, la cual señala lo siguiente:

“Artículo 86. El Registro Nacional de Población tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con los datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad.

Artículo 91. Al incorporar a una persona en el Registro Nacional de Población, se le asignará una clave que se denominará Clave Única de Registro de Población. Esta servirá para registrarla e identificarla en forma individual.”

Ahora bien, la Clave Única de Registro de Población, está integrada de 18 elementos representados por letras y números, que se generan a partir de los datos contenidos en un documento probatorio de identidad (acta de nacimiento, carta de naturalización o documento migratorio), la cual se integra de la primera letra del apellido paterno; seguida de la primera letra vocal del primer apellido; seguida de la primera letra del segundo apellido y por último la primera letra del nombre; fecha de nacimiento año/mes/día; sexo; Entidad Federativa o lugar de nacimiento; finalmente un digito verificador, compuesto de dos elementos, con el que se evitan duplicaciones en la Clave, identifican el cambio de siglo y garantizan la correcta integración. 

Al respecto, el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) a través del Criterio orientador 18/17, señala literalmente lo siguiente:

Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial.

De lo anterior, se desprende que la Clave Única de Registro de Población, se encuentra vinculada al nombre de la persona, permitiendo identificar la edad, fecha de nacimiento, sexo, lugar de nacimiento, así como el código identificador; datos que únicamente le atañen a un particular, por lo que ésta constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 2 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y  4 fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

· Firma del titular
Tratándose de personas físicas en el rol de ciudadanos, es considerada como un atributo de la personalidad, en virtud de que a través de esta se puede identificar a una persona, por lo que se considera un dato personal y, dado que para otorgar su acceso se necesita el consentimiento de su titular, es información clasificada como confidencial.

En contraste, tratándose de servidores públicos cuando se emite un acto de autoridad en ejercicio de las atribuciones que tiene conferidas, la firma mediante la cual valida dicho acto jurídico es pública. Lo anterior, en virtud de que la firma se plasmó en cumplimiento de las obligaciones que le corresponden en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, estribando entonces en un requisito de validez. Por tanto, la firma de los servidores públicos vinculada al ejercicio de la función pública es información pública, dado que documenta y rinde cuentas sobre el debido ejercicio de sus atribuciones con motivo del empleo, cargo o comisión que le han sido encomendados.

· Fotografías de los servidores públicos. 
Por lo que hace a las fotografías, es preciso señalar que estas dan cuenta de las características físicas de los servidores públicos; por lo que, no debe perderse de vista que la imagen personal es la apariencia física, la cual puede ser captada en dibujo, pintura, escultura, fotografía, y video; la imagen así captada puede ser reproducida, publicada y divulgada por diversos medios, desde volantes impresos de la forma más rudimentaria, hasta filmaciones y fotografías transmitidas por televisión cine, video, correo electrónico o Internet.

Así, dichos datos constituyen la reproducción fiel de las características físicas de una persona en un momento determinado, por lo que representan un instrumento de identificación, proyección exterior y factor imprescindible para su propio reconocimiento como sujeto individual; lo que en el presente caso, acreditará e identificaría a una persona como servidor público, por lo que es posible advertir que existe cierto interés público, cuando la fotografía obra en documentos de servidores públicos vinculados con el cumplimiento de disposiciones legales.

Además, existen documentos que contienen la fotografía con los cuales se permite identificar que una persona que se acredita como trabajador gubernamental, realmente tiene el cargo con el que se ostenta, otros documentos con los cuales se rinde cuentas a la ciudadanía, por ejemplo cuando se cubre el perfil de puesto; además cuando se brinda servicios a la ciudadanía, es de relevancia conocer e identificar a todos sus trabajadores, no importa el nivel o rango (con excepción del personal operativo en materia de seguridad, respecto del cual el Pleno de este Instituto ya se ha pronunciado en el sentido de que la información que los haga identificados o identificables debe clasificarse como reservada).

En este sentido, resultan aplicables por analogía, los Criterios orientadores 15/17 y 1/13 del entonces Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, en los cuales se esgrimen argumentos, que, si bien no refieren de manera específica a fotografías de servidores públicos, sí establecen un criterio para que este dato personal pueda ser considerado como público, cuando se pretende acreditar que una persona es servidor público.

Debe tenerse presente que el actuar de los servidores públicos incide de manera específica en los derechos de los particulares, pues el acto de un servidor público en ejercicio de sus funciones, de manera directa genera derechos y obligaciones pues se considera un acto administrativo o acto de autoridad, por lo que es primordial, que estos trabajadores se identifiquen ante la ciudadanía, por lo que otorgar acceso a los documentos que obran en los archivos de los sujetos obligados y que además están directamente relacionados con el cumplimiento de disposiciones normativas o el ejercicio de funciones revisten un interés público. 

Por lo anterior, cuando las fotografías de los servidores públicos obran en documentos que dan cuenta del cumplimiento de funciones, requisitos legales o los acredita como servidores públicos, deben ser consideradas un dato personal, que no puede ser clasificado como confidencial, pues en este caso, es superado por el interés público de conocer si en realidad, la persona que se ostenta en carácter de servidor público, se encuentra en ese encargo, si realiza las funciones o si cumple con los requisitos legales; sin que se considere como factor diferenciador para determinar la publicidad o clasificación el cargo o nivel jerárquico en el que se desempeñe el servidor público.

De acuerdo con el argumento planteado, la determinación de esta resolución deja sin efectos el criterio adoptado anteriormente por el Pleno de este Instituto, con número 03/2019, en el que solo se consideraban como públicas las fotografías de mandos medios y/o superiores.

Conforme a lo anterior, las fotografías de servidores públicos sin importar el nivel o rango guardan la naturaleza de públicas y no procede su clasificación, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que en las versiones públicas que se ordenen, no podrá clasificarse esa información. 

Así, es que el Sujeto Obligado deberá cumplir con todos y cada uno de los requisitos señalados en la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y con los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la información, así como para la elaboración de Versiones Públicas; máxime que de conformidad con lo establecido en las Leyes y Lineamientos citados, para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley que expresamente le otorga el carácter de confidencial.

Ello, sin pasar por alto que la clasificación respectiva tiene que cumplirse mediante las formalidades impuestas por la ley; es decir, mediante Acuerdo debidamente fundado y motivado, en términos de los numerales 49, fracción VIII, y 132, fracciones I, II y III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en vigor, así como los numerales Segundo, fracción XVIII, y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente expresan:

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
…
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”
“Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
…
XVIII. Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los Sujetos Obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.

Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los Sujetos Obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.

Sexto. Los Sujetos Obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o expedientes como reservados, ni clasificar documentos antes de que se genere la información o cuando éstos no obren en sus archivos.
La clasificación de información se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño y de interés público.

Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente, o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una solicitud de acceso a la información, para verificar si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad.
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación también deberá comprender las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva.
Tratándose de información clasificada como confidencial respecto de la cual se haya determinado su conservación permanente por tener valor histórico, ésta conservará tal carácter de conformidad con la normativa aplicable en materia de archivos.
Los documentos contenidos en los archivos históricos y los identificados como históricos confidenciales no serán susceptibles de clasificación como reservados.

Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.

Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de los Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos.

En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.

Décimo primero. En el intercambio de información entre Sujetos Obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.”

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.

Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, con fundamento en la segunda hipótesis del artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de 00066/RAYON/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo,


S E RESUELVE

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por El Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00066/RAYON/IP/2025, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) en términos del considerando CUARTO de esta resolución, haga entrega de ser procedente de lo siguiente:
Al veintiséis de agosto de dos mil veinticinco.
1.  Certificado de no deudor alimentario moroso del Titular de Archivo Municipal, de la Coordinadora de Psicología, de la Coordinadora de Atención Integral de Adultos Mayores, del Coordinador de la Juventud y Ciencia, del Director de Salud, del Coordinador de Eventos, del Coordinador de Simplificación y Digitalización, Director de Administración, Director de Servicios Públicos y Mantenimiento Urbano, Coordinador de Logística, de la Directora del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia, de la Directora de Educación, Directora de Identidad y Cultura, de la Jefa de la Oficina de Presidencia, Cronista Municipal, del Oficial del Registro Civil, de la Presidenta Municipal Constitucional, Síndica Municipal, Primer Regidor, Segunda Regidora, Tercer Regidor, Cuarta Regidora, Quinta Regidora, Sexta Regidora, Séptimo Regidor y de la Contralora Interna Municipal.
2. Título profesional y certificado de no deudor alimentario, remitidos en informe justificado, en correcta versión pública (Director General de Gobierno Digital y Comunicación, Director jurídico y Consultiva, Secretario Técnico del Ayuntamiento, Titular de la Unidad de Transparencia, del Titular de Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación y del Subdirector de Administración)
3.  Certificado de Competencia Laboral remitido en informe justificado, en correcta versión pública de la Titular de la Unidad de Transparencia, del Titular de Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación.
4. Certificado de Competencia Laboral de la Directora de Desarrollo Social (Bienestar social), del Director de Seguridad Pública Municipal, del Director de Protección Civil, del Secretario del Ayuntamiento, Defensora Municipal de Derechos Humanos del Coordinador de Mejora Regulatoria y de la Contralora Interna Municipal.
5. Título profesional del Director de Seguridad Pública Municipal, del Cronista Municipal y de la Contralora Interna Municipal.

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.
Para el caso de que, a la fecha de presentación de la solicitud, no hubiera Titular de Archivo Municipal, Coordinador de Eventos, Coordinador de Simplificación y Digitalización, respecto del Certificado de no deudor alimentario moroso (punto 1 de resolutivos), bastará con hacerlo del conocimiento del recurrente, en términos del segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Estatal.
Para el caso que el Sujeto Obligado, no cuente con algún título profesional, o certificación de competencia laboral o certificado de no deudor alimentario moroso, deberá adjuntar el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se declare formalmente la inexistencia, conforme a lo establecido en el artículo 19, párrafo tercero, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de 10 (diez) días hábiles, debiendo informar a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al Recurrente y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SEXTO. GÍRESE oficio al Titular de la Dirección General de Protección de Datos Personales, en atención al artículo 24 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA (CON VOTO PARTICULAR CONCURRENTE), SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (CON VOTO PARTICULAR CONCURRENTE) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (CON VOTO PARTICULAR), EN LA DÉCIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL QUINCE DE ABRIL DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. -------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/IKDF
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